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I. LA DESCENTRALIZACIÓN, UN FENÓMENO COMPLE^O

Posiblemente no haya problema adtrrinistrativo sobre el que se haya polemi-
zado más que el de la descentralización. Aunyue podríamos caer en la tentación
de decir que, en realidad, el problema de toda organización reside en saber do-
tarse de los medios necesarios para conseguir sus objetivos, así como en su capa•
cidad de adaptación al rnedio eri que se desenvuelve, sin embargo, la solución al
problema de su estructura orgánica -centralizada o descentralizada- está lejos de
haberse resuelto en la mayoría de los países del mundo actual. Como veremos,
es un problema que excede notablemente el campo de la organización o de la
pura administración.

Su conceptualización no es ditícil. Decimos comúnmente que una organiza-
ción está centralizada cuando el poder de decisión se concentra en el corazón de
la organización, informándose a partir de ese núcleo básico una estructura pira•
midal, de arriba a abajo, donde los diversos escalones que la forman son instan•
cias estrictamente ejecutivas. Por el contrario, se dice yue estamos ante una or•
ganización descentralizada cuando el poder de decisión es compartido por uno 0
varios niveles de la organización. No obstante, para muchos autores la idea de la
descentralización va ligada a la existencia de varias entidades territoria}es que
comparten decisiones con e} centro, existiendo incluso una tendencia más exi•
gente que une la descentra}ización a la autonomía local, es decir, al reconoci•
miento de poderes de decisión a las comunidades territoriales que constituyen el
primer escalón de decisión -comunas o municipios-. Según esta con ĉepción,
para hablar de descentralización no bastaría con la existencia de un poder de de•

(°) Estr informe fue rralizado Ewr encarRo de la Organización de Estados Iberoamericanos (OEU y
defendido como ponencia principal en la Primera reunión de consulta de paises del Cono Sw y de la
Península Ibérica sobre Descontralización Educativa, celrbrada en Buenos Aires en 1991. Se publica
con licencia expresa de la OEI.

("°) Universidad Nacional de Educación a Distancia.
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cisión compartido por varios niveles de la organización, ni siquiera sería suficien•
te una distribución del poder de decisión entre el Estado y otros entes interme-
dios -llámense estos Estados federados, regiones, departamentos> comunidades
autónomas, etc.- sino que sería necesario una cesión de poderes a las llamadas
comunidades territoriales básicas -comunas o municipios-. Esta primera aproxi-
mación nos indica, pues, que el tema de la descentralización no es en sí mismo
uniforme, sino que admite, en la teoría y en la práctica, diversos grados de reali-
zación: desde la existencia de instancias de poder centralizadas, pero con tenden-
cias descentralizadoras, hasta la máxima autonomía local compatible con la uni-
dad nacional.

Ha sido tradicional, por otra parte, tratar el tema de ►a descenn•alización cíes-
de la consideración de sus ventajas y de sus inconvenientes. Aunque no sea c^ste
el enfoque que se adopta en este documento, tampoco nos parece supertluo re-
cordar muy brevemente las tesis de los autores clásicos.

Desde la perspectiva citada, dos son los argurnentos que suelen reconocerse
como beneficios de la descentralización: mayor participación ciudadana y mayor
eficiencia (se aunan así argurnentos políticos y técnicos):

a) desde el punto de vista político, se cíice que la descentralización refuerza
el sistema democrádco al acercar la decisión de los asuntos a órganos
locales elegidos democráticamente. Se unen, pucs, descentralización y
participación;

b) desde el punto de vista de la ef ►ciencia, la descentralización descongestio-
na el poder central, agobiado por innumerables problemas, permitiéndo-
le centrarse en los asuntos más importantes. Yor otra parte, la descenn•a-
lización facilita la gestión de los asuntos al entregarlos a unos órganos
que, por su proximidad, pueden conocerlos mejor y resolverlos con más
prontitud.

Pero, como los autores clásicos no dejaron de poner de relieve, la descentrali•
zación no está cxenta de graves riesgos y peligros, debiendo nosotros subrayar
ahora aquellos que explican y justifican el fenómeno tan extendido de la centra-
lización:

a) la descentralización puede exacerbar el sentimiento particularista en de-
trimento de la conciencia nacional y en perjuicio de los intereses genera-
les (ello explica, entre otras cosas, la necesidad de un minimun de unifor-
midad en los Estacíos, conseguicío gracias a una organización centralizacía
que vela por los intereses comunes a toda la nación);

b) la descentralización puede estar condicionada por sn propio entorno.
Las relaciones personales o las influencias de los grupos de presión sue^
len ser más difíciles de obviar a la hora de tornar decisiones. En cam-
bio, la objetividad y la imparcialidad se presumen como propias de los
órganos centrales.
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Pero estas consideraciones, aun encerrando en su seno gran parte de verdad,
no dejan de ser abstractas. Los pueblos no eligen fórmulas centralizadas o des•
centralizadas por un análisis objetivo de sus ventajas e inconvenientes. En reali-
dad, se trata de una opción sobre la que pesan factores históricos y factores polí-
ticos que condicionan fuertemente la opción escogida.

Obviamente, ocuparse de los factores históricos que han incidido en este fe-
nómeno nos llevaría demasiado lejos. Pero sí resulta preciso recordar que la cen•
tralización fue el instrumento del Estado liberal para la modificación de las es-
tructuras políticas, sociales y económicas del ancien régime, incluyendo aquí los
privilegios y fueros locales; pocos autores niegan que la centralización fuera en-
tonces un instrumento de progreso. Por el contrario, cuando, por ejemplo, se im-
planta la Restauración en Francia (1815), la descentralización fue la bandera de
los legitimistas, deseosos de ver florecer de nuevo las libertades locales, es decir,
la influencia comunal de la gran propiedad territorial. Casi todos los países pue-
den presentar ejemplos parecidos.

Las consideraciones históricas nos explican, pues, por qué la mayoría de los
países actuales viven en un régimen de centralización, bien por las dificultades
que el moderno Estado nacional encontró en su desenvolvimiento, bien, en el
caso actual de los países descolonizados, por la necesidad de hacer frente a las
fuertes tendencias centrífugas.

No obstante lo anterior, la historia nos enseña también que ni la centraliza•
ción ni la descentralización son situaciones estáticas. En los países centralizados,

incluso en los férreamente centralizados, no muere nunca la tendencia contraria,
la que aspira a una mejor distribución territorial del poder político. Sin salir de

la época que convencionalmente designamos cotno contemporánea, un país tan
centralizado como España conoció intentos descentralizadores en 1823, 1856,

1854, 1873, 1991 y 1978. Por el contrario, en países descentralizados desde su na-

cimiento, no han faltado tendencias que han buscado fortalecer el poder central
frente a la autonomía de otros entes territoriales: quizá el ejemplo más clásico
sea el de los Estados Unidos de América donde desde sus comienzos se percibe

una tendencia ascendente, relativamente triunfante, inclinada a incrementar el
poder de la Federación frente al de los Estados miembros.

La conclusión es clara: la distribución territorial del poder no es una •cosa fi-
jada desde siempre, algo que los pueblos deciden de una vez por todas en el
acta de su nacimiento político; no es algo estático sino algo fundamentalmente
dinámico. Diríamos más, es una cuestión dialéctica en el sentido hegeliano del
término: a mayor poder centralizado se enfrenta siempre una tendencia• descen-
tralizadora; a mayor descentralización se opone siempre una fuerza centralizado-
ra. El poder político, desde la perspectiva de su organización territorial, vive así
inevitablemente asediado por fuerzas antagónicas, por fuerzas de signo contra•
rio, centrífugas y centrípetas. Posiblemente la propia realidad política así lo exi^
ge. De ahí que los Estados centralizados tiendan a utilizar técnicas de desconcen-
tración como respuesta a las fuerzas centrífugas que exigen tal o cual grado de
descentalización; por el contrario, los Estados descentralizados tienden a utilizar
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técnicas de planificación, coordinación y cooperación como respuestas a las fuer-
zas centrípetas que piden un mayor grado de centalización.

Fstas brevísimas reflexiones históricas nos llevan a otra conclusión: el proble-
ma de la descentralización es un problema fundamentalmente político, es un
problema ligado a la organización territorial del poder del Estado, y es precisa^
mente por esto que la descentralización resulta siempre un tema polémico, míti-
co a veces, conflictivo siempre. Por eso decíamos al principio que no bastan con•
sideraciones abstractas sobre las ventajas o inconvenientes de la descentraliza-
ción -los pueblos no eligen por esta u otra razón esta o aquella organización
más o menos centralizada-, ni son razones de eficiencia y racionalidad las que
deciden el peso de la balanza. Los pueblos eligen una organización centralizada
o descentralizada por razones fundamentalmente políticas, y ello se refleja en la
carta magna que es la Constitución. De ahí que el tema de la descentralización
educativa no pueda desligarse de otro tema mayor, el de la constitución política
del Estado.

En la moderna teoría del Estado hay un término reservado para delimitar
ese amplio fenómeno que constituye hoy la organización estataL• la orientación
política. Con tal denominación se alude a la determinación de ,los tines del Es^
tado y a su organización interna, fijado todo ello en el texto básico que es la
Gonstítución. Por tanto, es la Constitución la que nos indica si las formas de
organización de un Estado determinado responden a moldes centralizadores o
descentralizadores. Pero, al mismo tiempo, la orientación política de ese Estado
no es un molde fijo sino que viene formada por las grandes líneas constitucio•
nales que delimitan fines y medios: cabe, pues, dentro de la organización im-
puesta por la Constitución un máyor o menor grado de centralización o des-
centralización.

Según la orientación política de un Estado podríamos decir que sólo hay
dos' formas de organización territorial, las que responden a las estructuras típi-
cas del Estado unitario y del Estado federal. Ciertamenté, dentro del Estado
unitario habría diversos grados (siendo Francia y Espatia, por ejemplo, Estados
unitarios tienen, sin embargo, distinto grado de centralización), del mismo
modo que dentro del Estado federal no puede hablarse de uniformidad (siendo
Suiza y Yugoslavia Estados federales es evidente que no tienen ambos el mis•
mo grado de descentralización).

Pe^ro los politólogos nos indican también que no es suficiente con la orienta^
ción política que se refleja en las constituciones de los pueblos. Utilizando una ya
clásica distinción, podríamos decir que hay diferentes tipos de constituciones:
constituciones semánticas -la organización del poder político es puramente for^
mal y tiene poco que ver con la realidad-, constituciones nominales -tienen sólo
una aplicación parcial- y constituciones normativas -la organización formal coin•
cide con la realidad-. Es decir, no basta con conocer la constitución de un país,
es preciso conocer su realidad politíca (el ejemplo típico sería el de la URSS an-
tes de la peres!roikn, un Estado Federal según la Constitución y, sin embargo, un
país fuertemente centralizado por la dictadura de un partido único).
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Las consideraciones hasta aquí expuestas deberían permitirnos enmarcar el
tema de la descentralización educativa dentro de un contexto más amplio, un
contexto que arroje luz sobre los diversos problemas mencionados. Por otra par•
te, tales consideraciones deberían permitirnos apartarnos de una clasificación pu-
ramente formal de los sistemas educativos para tratar de ahondar en la realidad
de los mismos. Para ello utilizaremos varios modelos, construidos de acuerdo
con los tipos ideales de corte weberiano.

2. LOS MODELOS EDUCATIVOS: CLAVES FUNDAMENTALES

Desde que Maw Weber utilizara los tipos puros para explicar o representar
su realidad, su utilización en las modernas tipologías se ha convertido en un he•
cho usual. No obstante, conviene hacer varias precisiones al respecto a fin de fa-
cilitar la comprensión de los diferentes modelos educativos que se van a expo-
ner a continuación.

En primer lugar, los tipos ideales se conciben como instrumentos intelectua
les, herramientas de trabajo que sirven para construir un arquetipo que, en ri•
gor, no existe en la realidad, pero cuya construcción nos permite analizar, orde•
nar, sistematizar y clasificar esa misma realidad que queremos aprehender. En
estos arquetipos incluiremos, pues, aquellos sistemas educativos que respondan
en general a las características básicas de cada uno de ellos.

En segundo lugar, debe añadirse que toda elaboración de modelos ofrece
cierto grado de subjetividad por parte de quien los construye, tanto por lo que
concierne a la fijación de tipos ideales como, en nuestro caso, a la clasifieación
de los sistemas educativos de acuerdo con ellos. Esta es, sin embargo, una limita-
ción propia de las ciencias sociales cuya rnetodología actual no permite aún
mayores grados de precisión en el análisis de la realidad social: la dificultad de
acomodar un instrumento de análisis social o político a la realidad, a la comple•
jidad que supone acomodar la realidad al modelo elaborado, no es hoy supera•
ble. Pero sí es posible recordar estas limitaciones y revelar las dificultades meto•
dológicas que vayan surgiendo.

La tipología que se propone trata de captar los caracteres de los sistemas
educativos desde la perspectiva de la descentralización. Para ello se intenta alcan-
zar la realidad describiendo los modelos no en función de la organización formal
de los Estados -aunque no deje de tenerse en cuenta- sino en función de la si-
tuación real de la distribución territorial del poder. Los modelos se insertan,
pues, en una tipología que parte de una situación de gran centralización para Ile-
gar a un estadio final de máxima descentralización, pasando por una gama de si•
tuaciones intermedias. Obviamente, es aquí, en la inserción de los sistemas edu-
cativos en los respectivos modelos, donde se puede rozar la arbitrariedad, pues
aun cuando algunos casos no admiten duda alguna, otros presentan rasgos a ca-
ballo entre uno u otro modelo. En estos casos habrá que recordar que los mode-
los siguen siendo solamente tipos puros, herramientas de trabajo, que nos ayu
dan a comprender la complejidad de la realidad social.
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En tercer lugar, existen unos cuantos aspectos esenciales, desde el punto de
vista de la toma de decisiones, que tendrían aquí el papel de claves fundamenta-
les para la determinación de un modelo, sea éste centralizado o descentralizado,
y, en este último caso, para la delimitación de los diversos grados de descentrali•
zación. Aun a riesgo de que la elección de estas claves pueda bordear también el
subjetivismo, nos parece que hay un alto grado de consenso en los autores alre-
dedor de las siguientes claves fundamentales:

a) ĉquién toma la decisión sobre la ordenación básica de la educación? Es
decir: équién determina el número de niveles educativos (primaria, secun-
daria, etc.), que constituirán el sistema educativo, el número de cursos
académicos que integrarán los niveles, la duración de la escolaridad obli•
garoria, los requisitos de acceso de un nivel educativo a otro?;

b) équién' establece las condiciones para obtener los correspondientes títulos
académicos? ĉquién expide los títulos?;

c) ?quién toma la decisión sobre el currículo, es decir, el conjunto de objeti-
vos, contenidos, métodos y criterios de evaluación de cada uno de los ni•
veles educativos que componen el sistema educativo?;

d) ^quién controla, inspecciona o supervisa el sistema educativo?;

e) ĉquién financia el sistema educativo?;

Lógicamente, cuando la contestación a todas estas claves remite a la organi-
zación nuclear del Estado, el resultado es indefectible: estamos ante un sistema es•
trictamente cetitralizado. Por el contrario, cuando algunas o todas las respuestas
remiten a otras instancias, o a otras comunidades territoriales, intermedias o de
base, podemos estar ante sistemas centralizados con tendencias descentralizado•
ras, o ante sistemas descentralizados en mayor o menor grado, según el número
de claves que respondan en un sentido u otro.

Finalmente, la descripción de modelos se centra fundamentalmente en la or-
ganización pública de la educación, pues se estima q^ae la existencia de una orga-
nización privada de la enseñanza no afecta, stricto sensu, a la distribución territo-
rial del poder y a la decisión competencial en materia de enseñanza. Tampoco
se considera que la participación en la organización de la educación sea un he-
cho que afecte a la descentralización (aunque sí a su democratización), pues la
participación sólo se convierte en un factor real de descentralización cuando al
canza a los niveles de decisión, hecho éste poco común si remitimos la participa-
ción a las claves fundamentales que para la descentralización vamos a manejar.

De acuerdo con todo lo expuesto, vamos a considerar como tipos ideales en
los que podemos encajar la realidad de los si ŝtemas educativos los siguientes:
modelo centralizado, modelo de descentralización intermedia, modelo de descen-
tralización federal, modelo de descentralización federal y comunal, modelo de
descentralización comunal y académica.
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3. EL MODELO CENTRALIZADO DE EDUCACIÓN

La educación centralizada constituye hoy el modelo predominante en casi
todo el mundo. En este modelo se incluyen países de muy diversas áreas geográ•
ficas y con grandes diferencias entre sí, tanto desde el punto de vista de su des•
arrollo económico como de sus estructuras políticas y sociales. Sin embargo, hay
un rasgo común que los une y los caracteriza: todos estos países tienen no sólo
un Estado unitario, sino también un Estado fuertemente centralizado. La orienta•
ción política de la Constitución suele establecer una organización de los poderes
del Estado que apenas permite flexibilidad en la política territorial. El examen
real de las instituciones suelen señalar que, de hecho, la centralización es asf-
xiante y que> en general, centralización y democracia no se corresponden (hay
notables excepciones como la que representa Francia, país impecablemente de•
mocrático y sometido a una organización muy centralizada del poder). Obvia-
mente, cuando la estructura constitucional y real del Estado es fuertemente cen-
tralizada, resulta muy difícil que en ese marco pueda darse no ya una organiza•
ción descentralizada de la educación, sino incluso tendencias descentralizadoras
auténticas.

A pesar de las premisas políticas señaladas, podríamos decir que, desde el

punto de vista de la educación, no estamos ante un modelo puro. Partiendo de
un enfoque descentralizador, podríamos establecer una subdivisión del modelo

en dos grandes grupos: de una parte, un conjunto de países que mantienen una
organización centralizada de la educación con absoluto rigor; de otra, países que,

teniendo un sistema centralizado, presentan ciertas tendencias hacia la descentra-

lización. Entre los prímeros inctuiríamos los países del área africana que han se•
guido el modelo clásico francés como consecuencia de una larga tradición colo-

nial, la mayoría de los países árabes, la mayoría de países de Asia y Oceanía, al•
gunos países europeos (bien por el tamaño, con Luxemburgo, o por una tradic-

ción constante, como Irlanda o Grecia), así como determinados países de Ibero•
américa (Bolivia, Ecuador, Paraguay, etc.). En el segundo grupo podríamos incluir
a países muy distintos y heterogéneos, tales como Portugal o la Francia actual,

un número relativamente elevado de países latinoamericanos (Colombia, Costa

Rica, Chile, Panamá, Perú, etc.) y un número muy escaso de países de Asia, Afri•
ca y Oceanía.

Sin embargo, a pesar de lo expuesto, pensamos yue el modelo en tbdos es-
tos países sigue siendo fundamentalmente centralizado y que la falta de distribu-
ción territorial del poder político -de competencias educativas en nuestro caso-
es lo que les caracteriza. Efectivamente, e.n todos y cada uno de los países señala•
dos habría que preguntarse: ĉdónde está el poder real de decisión, en el gobier-
no central, en sus dependencias periféricas, en las comunidades temtoriales inter-
medias o en las autoridades locales y académicas?, ĉqué tipo de respuesta mere-
cen las claves fundamentales a las que nos referíamos en el epígrafe anterior?
En todos los casos la respuesta es inequívoca: el poder de decisión se residencia
en el gobierno central. De ahí yue, aún a riesgo de cierta simplificación de la
realidad, mantengamos un solo modelo de organización de la educación, el mo-
delo centralizado, aunque diferenciemos, porque nos parece importante, los paí-
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ses férreamente centralizados de aquellos que, siendo centralizados, aspiran a un
mayor o menor grado de descentralización.

Desde el punto de vista de la organización de la educación, todos estos países
tiene un ministerio de educación que, con este u otro nombre, forma parte del
Gobierno. El Ministerio de Educación es el máximo responsable de la organiza•
ción. Es frecuente también la existencia de organismos consultivos de ámbito
nacional, pero éstos son normalmente meros apéndices del Ministerio. La orga•
nización administrativa suele articularse en diversos escalones territoriales
-regiones y departamentos o provincias-, donde tienen su sede unidades orgá•
nicas del Ministerio, pero tales unidades son pura y simplemente agentes del
poder central del Estado, responsables por tanto de la ejecución de las decisio•
nes que se toman en el centro de la organización. Normalmente, todos los mi•
nisterios de educación disponen de unos servicios de control, inspección o su•
pervisión que garantizan el cumplimiento de las disposiciones emanadas del po•
der central. En conclusión: todo se decide desde el centro, todo se ejecuta por
los órganos locales del Estado y todo se supervisa por los agentes del poder cen-
tral. Obviamente, las comunidades territoriales básicas carecen de competencias
sustantivas en educación.

En este modelo parece inevitable hablar del caso francés, no sólo porque su
organización centralizada de la educación ha servido de ejemplo en el pasado a
múltiples países de todo el mundo, sino también porque en la actualidad nos
presenta un modelo vivo de cambio -o de propensión al cambio, según los es-
cépticos-. La que nos parece interesante del modelo francés no es, obviamente,
la descripción de una organización que encaja perfectamente en el modelo clási-
co centralizado -responde afirmativamente y sin duda alguna a todas las claves
fundamentales ya enunciadas-, sino la persistencia de una tendencia descentrali-
zadora en el país más centralizado de Europa (algún autor ha dicho que Francia
tiene la mayor centralización posible en un régimen democrático).

Pero no sólo la centralización, también la crítica constante e ininterrumpida
de la centralización forma parte de la tradición de Francia. En educación, no
obstante, los primeros intentos hay que remitirlos al mayo francés del 68. Nos
referimos a las medidas descentralizadoras de Edgar Faure, Ministro de Educa-
ción Nacional después de 1968, aunque su rápido paso por el Ministerio no le
dio lugar a cambios importantes. Es preciso, por tanto, esperar a la llegada del
Gobierno socialista y a la ley de 1985 relativa a la administración de los estable-
cimietttos escolares y a sus relaciones con las comunidades territoriales. Con an•
terioridad se habían tomado medidas importantes (en un país como Francia, re-
cordémoslo, tales como la transferencia de la formación profesional a la région
(circunscripción territorial nueva que no siempre coincide geográficamente con
la demarcación educativa clásica que es la academia), así como la transferencia
del transporte escolar a los departamentos.

c'Cuál ha sido el alcance de la ley de 1985? A tenor literal de la ley, su objetivo
era el de establecer competencias compartidas entre el Estado y las comunidades
territoriales sobre la gestión de la educación (se exceptúa la educación superior o
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universitaria). La descentralización ha consistido, pues, en atribuir a la región, al
departamento y a las comunas o municipios una mayor intervención en la ges-
tión de determinadas materias educativas, fundamentalmente en la construcción,
equipamiento y conservación de centros docentes, así como en el funcionamien-
to de los mismos.

^Correspoñde esta tendencia a una auténtica descentralización? Dicho de otro
modo, ^afecta este cambio político a las claves ser"►aladas más arriba -ordenación
básica de la enseñanza, títulos académicos, currículo, supervisión, autonomía fi•
nanciera-? La respuesta es inevitablemente negativa. Más bien podríamos decir
que se trata de medidas correctoras similares a aquéllas que los gobiernos cen-
tralizados suelen adoptar para corregir los defectos excesivos de la centraliza-
ción: Como el poder de decisión sobre materias claves permanece, en el caso
francés, en el centro, los demás escalones territoriales de la organización sólo
reciben una desconcentración de funciones, esto es, una transferencia de tareas,
una transferéncia de la gestión, pero no facultades decisorias, que siguen reser•
vadas al poder central. Estamos, pues, ante una desconcentración, no ante una
descentralización.

Lo cierto es que resulta altamente problemático un cambio legislativo orien•
tado hacia la descentralización sin alterar profundamente la orientación centrali-
zadora de la Constitución. Y aunque dicha orientación deja normalmente un am-
plio campo para una política legislativa de mayor o menor centralización, esta
tarea menos ambiciosa tampoco resulta fácil. Incluso la puesta en marcha de las
medidas francesas de desconcentración parece que tampoco han encontrado un
camino hábil para su realización. En el informe que el ministro francés Monory
encargó a Jacques Leourne en 1987 (informe publicado después en 19&9), no
sólo se sigue considerando como una característica francesa el «centralismo bu-
rocrático y jerárquico», sino que se presentan como «graves insuficiencias», entre
otras, la persistencia de una gestión excesivamente centralizada y la falta de au-
tonomía administrativa, financiera y pedagógica en todos los escalones educati•
vos del Estado.

4. EL MODELO DE DESCENTRALIZACIÓN INTERMEDIA

La descentralización admite muchos grados. De ahí que, para aquellos países
de tradición centralizada, pero con fuertes tendencias hacia la descentralización,
el modelo nacional o autonómico presente posiblemente un gran atractivo. Es
un modelo de tipo intermedio entre el centralizado y el federal; comparte con el
primero una larga tradición y la atribución de una buena parte de las competen•
cias educativas al Estado, mientras que se asemeja al segundo por la existencia
de una comunidad territorial con competencias propias interpuesta entre el po-
der central y las comunidades locales tradicionales --distritos o provincias y co-
munas o municipios-. No obstante, debe aclararse que el paso de un modelo
centralizado a otro intermedio como el que se presenta exige normalmente un
cambio constitucional y una implantación gradual.
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Es, pues, la Constitución la que autoriza la creación de una entidad territorial
interpuesta entre el poder central y las_comunidades locales, basándose para ello
en características históricas, lingiiísticas, geográficas, o, simplemente, en la volun-
tad de la población expresada mediante un procedimiento establecido normal-
mente en la misma norma constitucional. La creacción de esta entidad inter-
puesta supone, aunque no siempre, una nueva distribución territorial del poder
y, en consecuencia, un nuevo reparto de competencias. Pero, aunque ese reparto
competencial suponga uná fuerte descentralización, nunca llega al grado que se
registra en los Estados verdaderamente federales donde los Estados miembros
suelen tener competencia exclusiva o cuasi exclusiva sobre la educación.

Durante algún tiernpo los autores solían citar aquí el caso de Italia. En efecto,
Italia, en la Constitución de 1947, creó una nueva demarcación territorial con
entidad y autonomía propias: le regiont No obstante, esta posibilidad constitucio-
nal no empezó a ser aplicada hasta 1972, y sólo llegó a tener cierta virtualidad
en 1977, fecha en que se concretó la transferencia de poderes desde la adminis-
tración central a la administración regional.

Sin embargo, mientras la transferencia de poderes ha sido plena en materias
como sanidad o urbanismo, no podemos decir lo mismo en educación. Si nos
formulamos las preguntas decisivas, aquellas que tratan de las cuestiones c(aves
que manejamos para la formulación de los modelos educativos, las respuestas
son indubitables: el poder central sigue teniendo la competencia sobre la ordena-
ción básica deÍ sistema educativo italiano, regula y expide los títulos académicos,
determina el currículo para toda la nación, inspecciona toda la enseñanza y, fi-
nalmente, financia la totalidad del sistema educativo.

Entonces, ĉlas regiones no tienen competencias educativas;' No sobre los ex-
tremos mencionados, si sobre otras materias de menor relevancia. Así, las regio-
nes tienen competencias legislaiivas y de planificación sobre las construcciones
escolares, las ayudas a los alumnos y la formación profesional, aunque la ejecu-
ción corresponde a las provincias y a las comunas. La competencia sobre cons-
trucciones escolares se centra fundamentalmente en la planificación y reparto de
la financiación que se recibe del gobierno (que se reserva el establecimiento de
las normas arquitectónicas de carácter general); la de ayudas al estudio se cir-
cttnscribe a becas para el transporte y comedor escolares; la formación profesio-
nal se reduce a la que tiene carácter extraescolar, es decir, a la que depende del
Ministerio de Trabajo italiano.

El examen de la realidad muestra, pues, que ni la creación de las regiones ni
la promulgación de los llamados decreti delegati han alterado el hecho tradicional
de 'que todas las decisiones imporcantes se tomen en Roma. En ía administra-
ción educativa siguen siendo clave los proweditori agli studi y los mismos directo•
res escolares siguen siendo nombrados por la autoridad central. Es cierto que en
Italia se ha dado un paso importante regutando la participación de padres, profe-
sores y alumnos en los consejos escolares, pero es una forma de participación
que no incide directamente en las verdaderas decisíones del sistema educativo
italiano.
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El caso italiano es, por tanto, un ejemplo típico de lo que se señalaba al prin-
cipio. Si nos atenemos al estudio de las instituciones formalmente descritas en la
Constitución, sin duda está bien incluído en el modelo que estudiamos, pero si
nos atenemos al funcionamiento real podríamos decir que estamos ante un mo•
delo centralizado con tendencia hacia la descentralización, tal y como ocurre en
el caso francés. ^Estamos entonces ante una constitución semántica que nada tie-
ne que ver con la realidad? No, más bien estamos ante una constitución nomi•
nal o de aplicación parcial a la realidad. Es precisamente la implantación parcial
de Ia administración regional la que nos invita a matizar su inclusión como mo•
delo educativo. Lo incluimos como modelo intermedio porque, a diferencia del
caso francés, tiene un respaldo constitucional que esconde en sí una virtualidad
propia, una fuerza expansiva cuya realización no puede descartarse del todo en
un futuro próximo; en realidad, el caso italiano ocuparía un puesto intermedio
entre el modelo centralizado con tendencia hacia la descentralización y el mo•
delo auténticamente regional, es decir, ocuparía un puesto intermedio entre el
caso francés y el caso español.

Ya se hizo somera mención al principio de que España ha sido no sólo un
país de fuerte tradición centralizadora, sino también de tendencias descentraliza-
doras no menos fuertes (recuérdese, por ejemplo, que en 1873 España estuvo a
punto de tener una constitución federal). Esa larga tradición no debe olvidarse a
la hora de, explicar la Constitución de 1978, constitución que se inspira en parte
en la de la II República de 1931, la que creó el Estado regional como forma in-
termedia entre el Estado unitario y el Estado federal.

EI caso español es antitético del italiano por varias razones. En primer lugar,
es un proceso dinámico qúe se produce inmediatamente después de promulgada
la Constitución de 1978; así, mientras en Italia transcurrieron treinta años hasta
que se produjeron los primeros traspasos, en España se producen prácticamente
al día siguiente de promulgarse la Constitución (las primeras transferencias edu-
cativas, una de las más difíciles políticamente, comienza a efectuarse en 1981, es
decir, tres años después de la Constitución). En segundo lugar, la Constitución es•
pañola ha ido seguida de la publicación de los estatutos de autonomía (tantos
como regiones o comunidades autónomas), que delimitan y precisan, junto con
la Constitución, el reparto competencial entre el Estado y las comunidades
autónomas. En tercer lugar, es un procrso abierto a futuros cambios y modifica•
ciones: los estatutos, por ejemplo, reconocen al Estado la potestad de dictar nor•
mas básicas de desarrollo de los preceptos constitucionales en matera de ense-
ñanza, lo que supone que, en virtud de esta potestad legislativa del Estado, algu-
nas competencias educativas pueden sufrir modificaciones o precisiones, amplia-
ciones o restricciones (un ejemplo de ampliación de competencias viene dado
por la nueva ley de ordenación general del sistema educativo, aprobada en 1990,
que ha reconocido a las comunidades la facultad de expedir títulos académicos,
competencia que no tenían con las norrnas básicas anteriores), En cuarto lugar,
aunque todas las comunidades autónomas tienen las mismas competencias, reco•
nocidas por la Constitución y sus estatutos, no todas acceden al mismo tiempo
(en la actualidad sólo siete de las diecisiete comunidades existentes has accedido
a la plena competencia en materia de enseñanza).
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Lo más significativo del modelo, sin embargo, es el reparto de competencias
entre el gobierno central y las comunidades autónomas. Un examen de dicho re-
parto, a la luz de las claves fundamentales que estamos utilizando, indica que
nos encontramos ante un modelo intermedio: el Estado se reserva las normas
básicas sobre la ordenación general del sistema educativo, la regulación de las
condiciones para la obtención de los títulos académicos y la fijación de una parte
del currículo nacional; en cambio, las comunidades autónomas tienen autoridad
plena sobre todos los centros docentes, profesores y alumnos, expiden los títulos
académicos, supervisan o inspeccionan el subsistema educativo que se les ha
transferido y gozan de una amplia autonomía financiera. Quizás sea importante
destacar que la ley de 1990, anteriormente citada, atribuye al Estado la fijación
del currículo nacional básica, siendo competencia de las comunidades autóno-
mas completar este currículo de acuerdo con sus propias necesidades. A estos
efectos, el currículo nacional básico en ningún caso requerirá más del 55 por
100 del horario escolar en el caso de las comunidades autónomas que tienen
lengua propia distinta del castellano (Baleares, Cataluña, Galicia, Comunidad va-
lenciana y País Vasco), y del 65 por 100 para aquellas que no la tengan.

Del examen del reparto competencial se deduce c^^ie las competencias que el
poder central se ha reservado son importantes desde el punto de vista de las de•
cisiones básicas que afectan a un sistema educativo. Por ello, la fórmula española
está lejos de los Estados federales donde el poder central apenas tiene competen-
cias en educación. Pero, por otra parte, el caso español, desde el punto de vista
de la descentralización, no supone la existencia de medidas meramente correcti-
vas del poder central, medidas puramente desconcentradoras: el Estado ha supri-
mido sus dérecciones provinciales en las comunidades autónomas que ya han recibi-
do sus transferencias, ha traspasado a todas las autoridades autonómicas todo el
profesorado y todos los centros docentes -incluidas las universidades-, ha trans•
ferido en su totalidad la inspección técnicq ha dado amplia intervención a las re-
giones en la delimitación del currículo nacional, ha traspasado la competencia
relativa a la expedición de títulos académicos y ha otorgado autonomía financie•
ra-a las comunidades mediante los procedimientos previstos especialmente en la
Constitución. Diríamos que el caso español supone una cuasi total descentraliza-
ción administrativa y una parte significativa de descentralización política. La des-
centralización administrativa no es total porque el Estado sigue conservando al-
gunas, muy pocas, competencias en las comunidades autónomas (por ejemplo, la
administración de los centros docentes extranjeros radicados en las comunida-
des). La decentralización política es significtiva porque las comunidades, respe-
tando las normas básicas del Estado, tienen amplia potestad legislativa, lo que,
unido a la atatonomía financiera, permite a las comunidades la adopción de polí-
ticas educativas diferentes, distintas incluso a las del gobierno central.

Pero quizás lo más interesante del caso español es que a pesar de haber sido
un país de una fuerte tradición centralizadora, el modelo esté funcionando real-
mente (la séptima transferencia, la que corresponde a Navarra, se culminó en
septiembre de 1990). Ciertamente, el modelo funciona no sin tensiones entre el
gobierno central y los gobiernas de las comunidades autónomas, en parte por la
tensión inevitable que existe siempre entre las fuerzas centrífugas y centrípetas
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de un país, en parte por cierta ambigŭedad de las leyes descentralizadoras que

ha motivado múltiples conflictos ante el Tribunal Constitucional (obviamente, el
poder central tiende a dar una interpretación restrictiva de dichas leyes, mien-

tras que las comunidades autónomas se inclinan siempre por una interpretación
expansiva). La tentación centralizadora, sin embargo, sigue presente. Y lo está no

sólo en el Mínísterío de Educacíón y Ciencia, sino también en los gobiernos de
las comunidades autónomas que han reproducido en su esféra territorial los mo-

delos centralizados de la Administración del Estado, dando escasa o nula partici-

pación a las demás comunidades territoriales que se integran en el mismo ámbi•
to regional -provincia y municipio--.

Queda como incógnita del modelo saber como funcionará cuando se haya
realizado la transferencia de servicios educativos a las diez comunidades restan-
tes, proceso que culminará posiblemente en esta década. En este sentido hay
que decir que las fórmulas de coordinación y cooperación previstas hasta el
momento son pobres y de escaso funcionamiento (el gobierno central no se ha
preocupado demasiado de este problema al poder ejercer aún toda la compe-
tencia sobre parte del territorio nacional). De estas fórmulas sólo rnerece desta-
carse la Conferencia de Consejeros de Educación de las Comunidades Aunóno
mas, presidida por el ministro de Educación, organismo de influencia alemana
pero que carece del vigor institucional y de la repercusión del modelo en que
sin duda se inspira (por otra partr., hasta el momento no ha sido objeto cíe re•
gulación). ^ ^

5. EL MODELO DE DESCENTRALIZACIÓN FEDERAL

Los Estados federales ocupan un lugar minoritario en el concierto mundial.
Más aún, dentro de ellos, no tocíos los Estados tienen una constitución normati-

va, es decir, no siernpre la organización y atribuciones eíe los poderes previstos

en la carta firndamental coinciden con la práctica política. Nosotros vamos a li•
mitarnos ahora a exarninar el tií>o de descentralizacicín que se da en los Estados

federales con constituciones norrnativas, y, de^ntro de ellos, sólo a aquellos Esta-

dos féderales cuya descentralizacicín se agota básicamente en los Estados miern
bros. De estr rnocío, siguiendo con la mctocíología de los tipos ideales, desí)ués

de haber analizaclo los palses de régimen cenu•alízado pero con tendencias des-
centralizadoras, y los cíue han cíacío un paso importante en ei camino dr la des-

centralización -mucíelo intermrdio-, cíaríamos otro paso más en la construccicín

de los tipos idc•alrs para explicar la situacicín c1e aquellos países qur poseen un
gracio mayor de descenu-alización, no sálo porque han dotado a unos entes terri-
toriales cie auton<nnía, sino tarnbirn de cierta soberanía.

En estr modrlo, los entes territoriales clur han visto reconocer su condicián
estatal c•n la Constitucicíu féderal han c<)nseguieio tatnbién que se les atribuya la
rducac•icín prtíctiiamente rn e•xclusiva. Yero, por ou^a partr, son países en los
qur la educaci<ín aparece c•rntralizacla rn lus Latados miembros, sin que las de-

más comunidades territoriales trngan un pal)e( ímportante en los asnn[OS educa
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tivos. Habría, pues, una descentralización por arriba -el gobierno central, la Fe-
deración carece de competencias constitucionales en la educación- y una centra-
lización por abajo -los distritos y comunas carecen de competencias decisorias
en la enseñanza-. No obstante, esta no es una solución estática. Las fuerzas cert-
trípetas, aquellas que tratan de robustecer el poder de la Federación, no han ce-
sado de aumentar, del modo que sea, las competencias educativas del gobierno
de la nación, sin que se pueda decir lo mismo respecto de las fuerzas centrífugas
de las comunidades territoriales inferiores, a las qué les resulta dificil aumentar
sus competencias.

Responden a este modelo, por ejemplo, Australia o la República Federal Ale-
mana (de los países iberoamericanos federales -Argentina, Brasil, México y Ve-
nezuela- parece que es Brasil el que más ha avanzado en el camino de la des-
centralización federal). A veces se incluye también Suiza que, sin embargo, nos
parece que responde a un modelo más descentralizado y por ello más complejo.
Pero, sin duda, es la República Federal Alemana quien de todos ellos constituye
hoy un paradigma (no entramos ahora en la repercusión que tendrá en un fucu-
ro inmediato de unificación alemana y la posible reconversión o no, del sistema
educativo de la fenecida República Democrática Alemana).

En el caso alernán, es la misma constitución, la Ley Fundamental de 1949,
la que reconoce a los Ldnder o Estados miembros la soberanía en materia de en-

señanza y de cultura, soberanía que los Estados guardan celosamente. La reali-
dad también confirma las previsiones constitucionales: la aplicación de las claves
fundamentales que estamos manejando da una respuesta positiva a todas ellas si
las relacionamos con los Ldndex En efecto, los Estados miembros ordenan el sis-
tema educativo de su territorio, regulan y expiden los títulos académicos, esta-

blecen el currículo, supervisan y financian el sistema. EI punto clave se encuen-
tra ahora en la relación entré el Land y las autoridades locales de su territorio.
Se puede decir que es la norma general, de acuerdo con una tradición estableci-
da en ►os siglos x^x y xx, que «las cuestiones externasn a la escula son competen-
cia de las autoridades locales (construcción de centros docentes, su mantenimien-

to y su equiparación), mientras que las cuestiones internas» están reservadas a
los Liinder (estructura del sistema educativo, organización escolar, programas de
estudio, selección, formación y retribución del profesorado, control, etc.). Es de-
cir, que las autoridades locales no tienen participación alguna en las decisiones
básicas, propias de los Estados miembros, a pesar de que realizan una importan-

te aportación financiera respecto de las ilamadas «cuestiones externas». En sínte•
sis, el modelo alemán presenta una gran descentralización en los Lrinder por par-
te de la Federación o poder central y una gran centralir.ación si se examina el
problema desde la perspectiva de las comunidades locales.

Pero incluso la descentralización operada en los L.^inder lior la Ley Fundamen
tal de 1949 no es tampoco una situación estática. No lo es poryue la tendencia
centrípeta que representa el l^oder central, el poder de la Fedrracibn, no ha dr^

jado de presionar sobre los Estados miembros para asumir cc^ml^etrncias (ten•

dencias yue, corno sabemos, se revela en todos los Estados li•derales práctica^
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mente desde su fundación). EI camino recorrido por las fuerzas centrípetas lo
evidencia con creces:

a) antes incluso de que la Alemania occidental tuviera su constitución políti-
ca, los ministros de Educación de las diversas zonas de ocupación se reu-
nían formalmente para resolver problemas de coordinación, creándose
en 1948 un secretariado permanente;

b) en 1949 se pone en marcha la Conferencia Permanente de Ministros de
Educación, con una estructura orgánica muy desarrollada (un pleno, una
mesa directiva, un presidente, comisiones y un secretario general). Aun•
que nace como organismo de coordinación de las diversas políticas edu-
cativas, es también, sin duda, un instrumento que trata de evitar una ex•
cesiva descentralización;

c) en 1958 se crea el Comité Alemán de Educación y Cultura, integrado
por un grupo de expertos independientes, con la misión de formular re•

comendaciones y elaborar informes. Que ei Comité era sensible a la
preocupación de determinados sectores de la población ante la crecien-

te diversidad del sistema educativo alemán lo muestra su trabajo más
importante, el c}ue dió a luz en 1959 con el título de «Plan de conjunto

para la transformación y unificación de la enseñanza». El Comité desa-

pareció en 1964;

d) en 1965 se crea el Consejo Alemán de Enseñanza, integrado ahora por
autoridades educativas, profesores y destacadas personalidades, con una
finalidad parecida a la del Comité desaparecido en 1964;

P) en 1969 se aprueba una enmienda constitucional que reconoce a la Fede•

ración el «derecho a dictar normas básicasu en cuanto a«los principios
generales de la ense ►ianza superior», así como la posibilidad de coopera•

ción con los 1_ánder en materia de planificación educativa;

f) rn el rnismo año de 1969 se crea el Ministerio federal de Educacián y

Ciencia con atribuciones muy delimitadas y precisas -f ŭndamental-

mente relativas a la ense ►ianza superior o universitaria-, pero pronto el

gobierno central mantendrá una interpretación extensiva de estas atri

buciones. Fruto cíe la labor dcl ministerio fecíeral han sicío la ley general

Univrrsitaria, (a ley de Enserianza a Distancia y la Iey de Promcxión dr

Pucstos de Aprendizaje;

,^ en 197^ se establece una Comisicín Federacicín Estacios 1>ara la Planili
cación Educativa y la Promocián Científica cuyo principal fruto ha sido el

famoso «Plan Global de Educaciún», c}ue encierra en sí un plan de des

arrollo educ•ativo y cmas directrices comunes hasta 1985. No debe de
omitirse ayuí qur ciicho plan ha t^nconn•ado serios obstáculos para su

realización.

Si hemos pormenorizado el proceso en el <kue se mani[iestan las tendencias
centrípe^tas es porque n<^s parecr paradigmático para las relaciones, siempre cíi^
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t7c.iles, entre el poder central y los poderes de las demás comunidades territo-
riales. La tensión entre la uniformidad y la diversidad se hace quizás más pa-
tente cuando se ciernen sobre el sistema educativo. De una parte, los Estados
miembros son lógicamente muy celosos de sus competencias, pero, de otra, tie-
nen que hacer frente a las inquietudes de amplios sectores de población yue
no desean una diversidad que promueva sisternas escolares muy distintos con
los subsiguientes problemas de convalidaciones de títulos académicos, diferen-
cias importantes en los curríc.ulos, diversas edades de acceso a los niveles edu-
cativos, etc,. Los Estados miembros saben que, a la postre, estas divergencias
pueden dificultar de hecho la libertad de circulación dentro de la nación y que
su acentuación puede poner en peligro ta necesaria cohesión nacionaL Por su
parte, el poder central, que tiene la responsabilidad de garantizar la igualdad
básica de todos sus ciudadanos, no puede permanecer ajeno a las dificultades
de todo tipo que surgen cuando conviven dentro de un mismo territorio nacio-
nal sistemas educativos muy dispares. Esta tensión explica que con relativa íre
cuencia salga a la palestra pública el tema de la reforma de la Ley Ftmdarncn-
tal a fin de refórxar los poderes de la Federación. En esos momentos los pro-
blemas que se discuten son casi siempre los mismos: convenic:ncia de unificar
la duración de la escolaridad obligatoria, necesidad de hotnogeneizar el tránsi-
to de la enseñanza primaria al primer ciclo de la enseñanza secundaria -y de
éste al segundo ciclo-, validez de los títulos en toda la nación, contenidos bási-
cos de la formación profesional, etc.

No obstante, estos problemas tratan de resolverse norrnahnente sin acucíir
a fórmulas políticas, no siempre posibles, como sucede con la reforma constitu
cional. En efecto, los países incluídos en este modelo suelen arbitrar fórmulas
de coardinación y de cooperaciórt. Sin embargo, la coorrlinación suele ser vista
con recelo }^or los Estados miembros, aundue se cubra con el manto de la pla-
nificación, porque temen que debajo dr. esas téc-nicas se ocultr la libertad cen
trí^^eta del poder central qo que exptica, en el caso alemán, las dificultacíes, por
ejeml>lo, del Ptan Global de Educación). Por otra parte, las técnicas de coopera
ción no se han desarrollado lo su(icientc, quizás l^ordue resulte dificil cool^erar
c:uando en el fondo de las cosas late un conflicto de poderrs, o, rn el mejor de
los casos, una distinta interpretación de lo que se considera el interés general de
la nación.

6. EL MODF.LO DE DESCENTRALIZACIÓN FEDERAL Y COMUNAL

Existen pocos haíses en los que funcione realmente una esu^urtur<t (éderal
que otorgue hlenas competencias a los Estados rniembros y, al rnismo tirmlro,
facilitc o permita una descentralización en ouas entidades territoriales más I,e
dueñas. Constituye un Irnómrno minoritario que haya países que tengan una
auténtica tracíición federal o<lue posean una Euertr u-adición comunal, pero dur
aunen estas dos caractrrísticas es sumamente cscasu, posiblernente poryur. pocos
paísrs, sin una larga tradición para rllo, puecíen asumir la triple tensión que re
presenta este tipo de organi^.ación: 1a trnsión competencial que- se produce entre
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las aspiraciones del Gobierno federal, las del gobierno de los Estados y las de las

autoridades loc.ales. Obviamente, no se trata sólo de una cuestión de tradición

-en definitiva de una historia vivida juntos de una determinada manera-, sino

también de tener una constitución y una praxis políticas que avalen o posibiliten
esta forma de descentralización federal y comunal. A este respecto, pensamos

que hay dos países, Suiza y los Estados Unidos de América, que pueden simboli^

zar todas las características de este modelo. '

No es muy usual ocuparse de Suiza como modelo, ni siyuiera entre los estu-
diosos de la educación comparada> salvo algunas referencias generales. Quizá

porque se considere que en cada cantón, en cada Estado miembro de la confe-

deración, la realidad escolar es distinta, sin que existan normas generales de ám
bito nacional. Por eso suele afirmarse que Suiza no posee un sistema educativo

sino veintiséis sistemas educativos, tantos como cantones. Sin embargo, por de^
bajo de esa heterogeneidad, complicada por la existencía de competencias edu^

cativas en las comunas o municipios, puede observarse la presencia de unos
principios generales que informan el sistema educativo suizo.

EL primer principio que debemos destacar es que, como a veces se ha indi
cado, la ecíucacicín es en Suiza una cuestión dc Estado fruto de un doble pacto:
un pacto constitucional due rrconoce la soberanía de los cantones en materia de
enseñanza y un pacto social que reconoce la conu^ibución de la escuela a la iden^
tidad nacional suiza. Aun<iue ambos pactos operan de modo lateme y continuo,
a nosotros sólo nos interesa ahora ocuparnos del primero.

El pacto constitucional arranca de 1 K 15, cuando los cantoncs suizos se unie

ron en una confederacicín de carácter contrac[ual cíue rxigía la unanimidad para
la toma de decisionrs. En 1848, después de una guerra civil, una nueva constitu

ción pulítica u^ansforrnaha la confederacicín en una i^ecíeracieín donde las decisio

nes se tomarían por mayoría (pertenece a la singularidad suiza, y a su espíritu dc:
pacto, el hecho de que formalmente sigan mantenicndo la denorninación de

Confederación cuando dr rurr es una ti•deracicín desdc: hace• ► n.ís de un siglo). L.a

Constitución ai-tual cíata dc 1874, aunque haya sufricío rnás dc: noventa revisio-

nes, muchas de ellas rrlativas a la educacibn.

EI seguncío principio Keneral rsu^iba en las características dc:l reparto consti
tucional de romt,etencias e•ducativas y su tríl>le nivel <ir atribuci<ín:

nl cornpetrncias de la Confederaciein: la Constitucicín de 1R74 scílo atribuía
comprtencias a la Confedrracicín en el nivel superior o univ<•rsitario, sin
I'c't7rricio de c^ue ésta deha vc•1<u por el cumplirnient^ de las ohliKaciones
educativas c^ue tienen Ic^s cantones. Posteric^rmente•, rn sucrsi^^as reti^r
mas Coils(i[nclc^nales, se ampliaron las competcnci^ts dr la Confrdera

ci<ín, sobre todo por lo clue rc•spectar a la fi^rmación proti•sional y a los
títulos acadc^rnicos. No obst.cnte, no rxistc• e•n Suiza el Ministerio íedrral
dc F.ducación:

bl competencias de lus cantones: atutyuc• la Constitucicín s<Slo Irs otorKa

cc^mpetencia en el nivel de ense•ñanra primaria, naclicion< ► lnrrntr han iclo
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extendiendo su competencia a los demás niveles, incluido el universitario
(lo que sin dud-a constituye hoy lo que los politólogos llaman una conven-
ción constitucional, es decir, un uso con fuerza similar a la de una norma
constitucional). Los cantores reciben subvenciones de la Confederación
para el desarrollo de sus competencias;

c) competencias de las comunas: aunque la Constitución federal helvética no
contiene prescripción alguna al respecto, las constituciones de los canto-
nes suelen establecer distintos grados de descentralización comunal o mu-
nicipal. Generalmente las comunas tienen amplia competencia en la edu-
cación preescolar y en la educación obligatoria (la competencia puede
abarcar, según los distintos cantones, desde la construcción de escuelas
hasta la selección y administración del profesorado). En las grandes ciuda•
des, las comunas suelen ser titulares de centros docentes de enseñanza se-
cundaria, de formación profesional y de enseñanza artística. Einakmente,
las comunas reciben subvenciones de los cantones para el desarrollo de
estas competencias.

Se trata, pues, de una descentralización a tres bandas, si bien el rxamen com-
petencial de las claves fundamentales inclina la balanza a favor de los cantones:

en rigor, tendríamos que decir que se trata de un modelo estrictamente federal,
pero, en virtud de las leyes descentralizadoras dictadas por los cantones, este mo-

delo es también, en no pequeño grado, comunal. Ello no quiere decir que no
existan tensiones, especialmente por lo que se refiere a las relaciones del gobier-

no central y el gobierno de los cantones (con ello, Suiza, a pesar de su peculiari-
dad, rinde tributo a lo que es una constante de todos los Estados federales). La

tendencia centrípeta, propia de los, poderes centrales, también se ha manifesrado
aquí en diversas ocasiones, especialmente en 1973 cuando, al amparo de una

opinión pública favorecédera de una uniformidad mínima, se intentó rrvisar la
Constitución federal para establecer que ala enseñanza rs de dominio común de
la Confederación y de los cantones». Aunque esta enmienda furra rechazada, el
problema rstá lejos de haber sido resuelto, aunque tanto en el pasado corno en

la actualidad la coordinación ha sido siempre una cuestión a la que los cantones

han sido especialmente sensibles.

La coordinacicín está asegurada por la Confederación Suiza de Dirrctores
Cantonales dr Instrucción Pública, Creada en 1897, rrunr a los rninistros dr rciu

cación de los diferentes cantones, y sus decisiones, aunyue no son obligatorias,
constituyen un compromiso para los respectivos cantones. Precisarnente rs esta
conferencia permanente la que dió a luz en el año 1970 al Concordato sobrr la

coordinación escolar, una «institución intercantonal de derecho públicwr yur rr
gula la relación entre los cantones y entre éstos y la Conféderacicín. Entrr otras
cosas de interés, el Concordato establrció unas normas comunes cíe obligado

cumplimiento para rodos los cantorrs, rrlativas a la edad de enuacía rn rl nivrl
de educación primaria, a la duración cke la escolaricíací obligatoria, a la duración
dr la educación secundaria y a la fecha c1e inicio tkrl curso acacíémico.

EI caso de los Estados Unieíos dr Arnérica resulta más conocido. Perc^ tam
bién aquí la primera imprrsión rs la clr una extraorclinaria variedacl, a vcces
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muy próxima al caos. Ello es así porque no sólo hay tantos sistemas educativos
como Estados miembros de la Federación, sino también tantos corno comunida-
des locales existen. De ahí que algún autor haya hablado de una conscelaciún de
sistemas educativos, de una pluralidad que es no sólo cuantitativa, sino también
cualitativa. Sin salirnos del tema que nos ocupa, podemos registrar, por ejemplo,
yue la ciudad de Nueva York tiene un sistema educativo altamente centralizado,
mientras que el Estado de Nueva York se divide en más de quinientos disti-itos,
todos ellos dotados de una notable autonomía.

Estamos, pues, ante una diversidad de sistemas. Pero por debajo de esta di-
versidad podemos constatar la existencia de tres instancias de poder que, de un
modo u otro, deciden en materia de educación.

La primera instancia es la que constituye el Gobierno federal. Ciertarnente,
la Constitución estadounidense no atribuye poder alguno a la Federación en ma•
t.eria de enseñanza. Más aún la r.nmiencía décima otorga indirectamentr esta
competencia a los Estados miembros. Sin embargo, tambic^n aquí se manifiesta
esa tendencia centrípeta propia cíe los poderrs centrales, hasta el punto de que
una de las características de este modelo es precisamentc el creciente interven^
cionismo de la Frderación en ésta y en otras materias.

Aunque en 1867 se creara la Oticina Federal de Educarión con fines muy efe-
limitados de informacibn y asesoramiento a los Estados. la Oticina fue prog ►-esi•
vamente accediendo a mayorrs responsabilidacles a traves cír las subvencione^s a
los Estados, la administración de programas ifdrrales y la prestación de srrvi
cios. Este intervencionisrno se hizo especialmente visible después de la segunda
guerra mundial, cuhninando en 1979 con la uansf^>rmacicín clr la Oficina rn un
rninisterio federal, rl Uepartamento F'ederal de E.ducación.

La segunda instancia viene representada lror los Estados rniembros. La mayo-
ría de las constituciones de rstos Estados Irs atribuyr rxpresamrnte la responsa-
bilidad en el establerimiento, rnejora y ordenaciún del sistema educativo. Aun
que, como sabrmos, la tradicibn de autonumía local de las comunicfades básicas
fitr siempre tnuy [irerte en los F.stados l)nidos de América, también fur crrcirn-
tr rl graclo dr inte-rvencionismo de los l^atados ntietnbros, primero a rec}uer-i-
miento de las propias autoridadrs locale^s, cuyas drrnandas dr tinanciaciún esta-
tal las hacía cada vrz rnás vulnerahlrs, y, iinalrnrntr, por propia iniciativa dr los
úrganos legislativos y de gohirrno de los propios I^atacios (rn la actualidad, rs
raro el candidato due en su campar"►a rlectoral para la 1>roclatnacicín de goberna
dor no incluya la rducaciún rn su pro^rama).

Prro cl pc^so litnclanrental drl sistema rclurativo estadctunidc°nsr rrcae sul,rr
las contunidacírs locales, e^sto rs, sobre• las fanrosas juntas de distrito. F.sta n-adi
cicín dr grsticín y;tdminisnacicín localc•s sr rrmonta a la época colonial rn qur
la Irjartía dr las atnoridades menv>politanas okrli^aba a las peyue°ñas localidacíes a
resolve^r sus problrm;ts por sí solas. I?sta uadicicín intpulsú a lus Fatacíos al rrco^
nocimirnto dr la atuunomia rsrolar dc• sus distritos, atuctnonúa c}ur ^^a drsde la
librr contrataciún cír prolésores hasta I;t c°lal,uracicín clr sns propic^s pl;utrs dr rs^
tudios, sin qur que},a olvidar contlretenrias tan i^nportantrs como el disc•rio ar^
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quitectónico y la construcción de escuelas o la supervisión escolar. Fuerza es,
pues, reconocer que el examen del caso estadotmidense a la luz de las claves
fundamentales presenta un grado mayor de descentralización que el suizo por-
que la autonomía de las autoridades locales es aquí mayor. Este caso presenta,
posiblemente, el mayor grado de descentralización que puede permitirse una na-
ción sin quebrar la cohesión interna de su organización política.

ĉQué decir, entonces, de los que creen que más que ante una constelación de
sistemas estamos muy cerca de un caos? La verdad es que el entrecruzamiento
de estas tres instancias -federal, estatal y local- no está exento de importantes
interconexiones. Así, por ejemplo, una comunidad local puede contratar libre-
mente al profesorado, pero solo puede hacerlo de entre aquellos yue estén en
posesión de la licencia que otorgan los Estados; un Estado puede pretender que
los contenidos minimos del plan de estudios de determinadas esarelas se ajuste
a ciertos puntos que estima necesario, pero, a la vez, se verá obligado a insertar
otros para beneficiarse de la financiación federal. Las mismas juntas de distrito
que se autofinancian en gran parte (alrededor de un 40 por 100) tienen necesi-
dad de acudir a la financiación del estado (que sucae aportar hasta otro 40
por 100), siendo inrvitable en último término acudir a la financiación federak.
Posihlemente, las subvenciones federales y estatales, hayan sicío el medio más
eficaz para imponer cierta homogeneidad sin la cual no son posibles ni los siste-
mas educativos ni las organizaciones políticas.

7. EL MODELO DE DESCENTRALIZACIÓN GOMUNAL Y ACADÉM[CA

Se ha dicho que en Francia la dirección de la educación ta ejercen los fun
cionarios del Estado, en la URSS rl comisario político, en F.stados Unidos rl

pueblo -las juntas de distrito- y en Inglaterra los 1>roEesores. Esta considera-
ción del caso inglés, sólo válida antes de la promulgación de la F.-ducation Re-

Jorm Act cie 1988, ponia de relievr un hecho singular: la descentralización en In
glaterra ha tenido su base na sólo en las autoridades localrs, sino que ha Ilega-
do también hasta el intrrior de los crntros docentrs (halrlamos de° ln};laterra
cuando en rralidad tendríamos c{ue hablar drl Reino Unido: hay trrs subsiste
tnas educativos -el de Inglatrrra y Galrs, el de lrlanda del Nortr y el cle Esco-
cid-, si bien no drberíamos olvicíar qur todos juntus totalizan una pob{ación dr
56 millones de halritantrs, de los cualrs 47 pertenrcen a inglatrrra; si a rllo

unimos la influencia ininterrumpicía del rspíritu inglés, se justifica que nos kije-

mos rn el sistetna educarivo de Inglaterra como subsisterna predorninante).

No deja de ser tarnbién altatnrnte signiíicativo que dw-ante cl largo siglo wx
[nglaterra haya carrcido de cro sistema nacional dr educación, a dilérrncia cíe los

demás paísrs europeos y americanos. Esto. sin ciuda, korrna partr dr la Ilarnada
peculiaridad Inglrsa.

En el^ecto, no cs hasta la Iry Balkóur dc 1902, la lcy que c-rca las (amosas /.o-
ral F:ducnfion .9ulhnrilie^ -las LF.As-, qur purdr hahlarsc• rn Inglatrrra dr un siste
ma l^úhlico dr educacicín. Este sistrma, hasado fimdamrntalmrntr en las compe-
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tencias de las autoridades locales, será consagrado por la Education Act de 1944

como aun sistema nacional administrado localmente». Pero, paradojicamente, en
1944 se crea también el Ministerio de Edur_ación. La ley de 1944 trata ya de

guardar un difícil equilibrio encomendando al nuevo ministerio la política nacio-
nal de educación y a las autoridades locales la ejecución cíe esa política. Cierta-

mente, del contexto de la ley se deduce yue la autonomía de las autoridades lo-

cales permanece intacta, pero ello no impide constatar el ascenso de la tenden-

cia centralizadora, nunca ausente del todo en la sociedad inglesa.

EI Ministerio de Educación creado por la ley de 1944 era, sin duda, muy dife-
rente a los demás ministerios europeos. El ministerio inglés no era titular de los
centros públicos, no los administraba, no nombraba su profesorado, no determi-
naba los libros de texto, los métodos de enseñanza o el currículo. Estas funcio-
nes seguían correspondiendo a las LEAs que tenían plena competencia académica
en todos los niveles educativos, salvo la educación universitaria, junto con otras
relativas a la construcción de escuelas, incluídas las de nivel superior -se excep
túan las universidades que son autónomas-, las becas y ayudas a los alumnos, el
transporte escolar, etc. No obstante, el poder central, como en los otros modelos
que hemos examinado, ejerció una gran influencia mediante una intervención
cada vez mayor en la 6nanciación de los gastos locales, bien por medio de la
subvención global -el Rate Support Granl- para gastos corrientes (distribuida me
diante una negociación con las autoridades locales), bien por medio de suhven-
ciones específicas.

Pero, como sabemos, el grado de descentralización existente en Inglaterra no
acababa en las autoridades locales. Estas descargaron siempre buena parte de

sus responsabilidades en los centros docentes, es decir, en los directores escola
res y en el profesorado. La élite docente intervenía, pues, en los programas y

planes cfe estudio, en la eleccicín de los libros de texto, en los criterios de evalua^
ción, en la organización escolar, en los asuntos de disciplina, etc. Lo cierto rs

que a la amlllia autonomía de Ias aU[Or'Idades locales había que añadir la no me
nos amplia de los centros docentes.

Sin etnbargo, a mrdida que aumentaba la coml)lejidacl del sistema educativo
aurnentaba también la lakror tninisterial, posiblemente por esa necesidack propia

de los sistemas descentralizados de establecer criterios hásicos que impon};an
una rnínima unif^^rmidaeí al sistema. Así ihan apareciendo norlnas básicas para

la construrción de centros docentes, para la lonnación del profesorado y para su

titulación, 1)ara la unificacibn cfe los sueldos de los profésores, para las suhven

ciones, para evitar eíiscrirninaciones importantes, etc. La culminación de csta ca

rrera unifi^rmadora ha sido la F.drvcatinn Reform .4ct de 1988.

La Ic^y de 1988, con indepe:ndencia cie las razones qur le asistan, ha supuesto
un rudo golpe a la eíescentralizaci6n. I-.s cierto que la sociedad inglrsa clanlaba

por una rrfcx-ma c1e la viela Icy cíe 1944, InsUhClen[t' para prucrdrr a la ,tctualira

ción del sistr•ma educativo inKlés, pero esta pursta al dia ha traido un cambic) ra
dical en la distrihución cíe competencias enn^e (•I poder cenhal y las aluoridades

locales, refórr.andc.l rn grado surno la autoridad de• la Srcretaria dr Estadu c1(•
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Educación y Ciencia y recortando seriamente los poderes de las autoridades loca
les, de las famosas LEAs.

La ley de 1988, una ley desusadamente larga, muy detallada y sumamente
prescriptiva, autoriza al poder central para la ejecución de las múltiples normas
que contiene, establece un currículo nacional para todos los niños desde los cin-
co hasta los dieciseis años, impone unos controles regulares en diversas etapas
de la educación primaria y secundar•ia, y, lo que no ha pasado inadvertido, ofre-
ce a las juntas de gobierno de los centros docentes (elegidas por los padres, pro-
fesores y representantes de la comunidad local) la posibilidad de deshacerse de
la tutela de las LEAs y pasar a ser financiados dir•ectamente por las autor•idades
del Estado. No parece una exageración decir, como se ha dicho, que las autorida-
des locales pueden convertirse en meros agentes del poder central.

La creación de un currículo nacional no es, por otra parte, una novedad yue
irrumpa bruscamente en la vida escolar inglesa. Desde hacía muchos años la
inexistencia de un currículo básico, aceptado por todos, era sumamente criticado
por amplios sectores de la sociedad inglesa, incluidos pacíres de alurnnos y ex
pertos en la materia. Un primer paso importante fue el establecimiento en 1965
del Generol Certificate of Education y la generalización a todos los alumnos en el
curso 1981 / 1982 de un acommon system of examinations». EI último paso, pre-
vio a la ley, sería la publicación de un dacumento gubernamental en 1987 -The
Nationul Curriculum 5-16: ¢ consultive document- yue predeterminaría lo yue iba a
ser el currículo nacional en la ley de 1988.

EI documento establecía un currículo prescriptivo para todos los alumnos, ba-
sado en la distinción entre materias esenciales -el inglés, las matemáticas y las
ciencias- y rnaterias básicas -historia, geografía, tecnología, música, arte, educa-
ción física y, en la secundaria, una lengua extranjera-. Establecía además yue en
tre el ^30 y el 40 por 100 del tiempo lectivo debería ser dedicado a las materias
esenciales y yue éstas y las materias básicas deberían ocupar el 80 al 90 por cien
to del horario escolar ien el debate parlamentario se rebajó esta pretensión, esta
bleciendose en la ley yue las materias esenciales y básicas ocuparían al menos el
70 por ]00).

A la vista de la ley de 1988, ĉ.qué se puede decir de la descentralizacii^n edu•
cativa en Inglaterra?, ^podemos seguir incluyendo el caso inglés en el modelo
yue siempre le ha caracterizado de descentralización local y acacíémica? Q,iaizás
sea pronto para saberlo. Un famoso comparatista inglés ha dichn yue esta ley es
un cataclisrno para la educación inglesa, sabre todo lrara el reparto de podc r en-
tre las autoridades centrales y las autoridades locales. Lo cierto es yue <lada la
brusca alteración yue supone, la situación actual sólo puecíe calificarse de es
traordinariamente conl^usa. Por otra parte, el currírulo nacional no ha dejado de
suscitar críticas entre profesores y educadores. ]ncluso el nuevo ministro de Edu-
cación, Kenneth Clarke, ha considerado due el currículo era demasiado rígido y
ha propuesto aplicarlo scílo para las edacíes !i-14, yuedando le tramo l4^lEi a la
ciiscrecionalidad del centro docente y del alumno. No sería, pues, inusual una
adaptación de la ley a la realidad inglesa, fuertemente instalada en el modelo de
descentralizac-ión que todos hemos conocido. Pero, en cualyuier caso, es bastante

374



probable que el modelo inglés deje de ser uno de los elementos que constituyan
lo que se ha llamado desde hace siglos la peculiaridad inglesa.

8. RECAPITULACIÓN FINAL

Posiblemente la conclusión más relevante de este estudio es que no hay mo-
delos buenos o malos de descentralización, sino modelos producto de un conjun-
to de factores que inciden resueltamente en la manera de organizar un sistema
educativo. Nosotros nos hemos detenido especialmente en los factores históricos
y políticos porque probablemente son los más relevantes, los que más condicio-
nan, en un sentido u otro, la organización de la vida de un pueblo, de la cual la
educación es una parte. Sin subestimar, pues, otros factores, parece empírica•
mente comprobado que la tradición y las formas de organización política son de-
cisivas a la hora de determinar cómo se va a organizar la educación. No es posi•
ble, por ejemplo, que en una organización férreamrnte centralizada florezcan
bien formas auténticamente descentralizadas; a veces ni siquiera es viable la apa-
rición de tendencias de este signo. Tampoco parece posible cualquier implanta-
ción brusca de un modelo organizativo, aunque en su país de origen haya dado
espléndidos frutos, si carece de la adecuada base social y política sobre la que
echar raíces.

Por otra parte, la experiencia de múltiples países que se han adentrado por
la senda de la descentralización nos enser'ra yue no podernos hablar tampoco de
organizaciones centralizadas o descentralizadas como modelos puros, sino yue
denn-o de ayuellas hay un grupo importante de pueblos que ensayan diversas
fórrnulas de descentralización, tanto más numerosas si tomamos el término en
un sentido amplio, rnientras que dentro de éstas existen diversos grados y diver
sos tipos de descentralizaciór.. No hay, purs, modelos puros, y no hay unifonni-
dad ni denu-o de la centralización ni dentro de la descenu alización.

En tercer lugar, la organización de la educación, como la organizacicín políti-

ca de los diférentes países, no es algo due sc detrrminr de una vez para siem
pre. Aunque la organización de la educacicín se regule incluso en la Constitución,

no puede oh^idarse que las constituciones sr reforrnan con el paso del tiempo. Y
aunque la tradición avale una íin-ma centralizada o cíescentralizada, las tradicio

nes no son taml>oco bloques monolíticos, sino un conjunto de l,autas, creencias
y costumbres que rnuchas veces alimentan en su seno a sus conn-arios. Es decir,

qur posiblemente no se puecía hablar de tradicicín, sino de tradiciones, algcAnas
ma5 pUlantf'S qUe OU-ati. El caSO ingleti, qUe lodOS hemOS CO1)U(ld0 SI( Illl)1'f' CUIIl(7

un modelo casi irnperturbable', ha demosu-ado que también í•I se somrte a las
leyes de la vida, dorninada por el sentido de la pf'rmanenria prru tainbién 1)or
el ciel cambio. Para decirlo en otras palabras, un 1)aís purde rstar organizado por
formas cenu-alizadas o descentralizadas... h:(sta clur cleja de estalio. Tod<) depen^
de de la relación, equilibrada o no, de las furrzas cenu^ífugas y cenu•íl)etas ul)ran^

, tes en su seno.

375



A este respecto, no deja de ser significativo la pugna, a veces soterrada, pero

siempre latente, de las fuerzas centrífugas y centrípetas que operan en todo mo-

delo organízativo, incluidos, como hemos visto, los modelos educativos. Hasta los
países con una tradición varias veces centenaria de organización centralizada

-recuérdese el caso francés- ve nacer en su interior tendencias descentralizado-

ras, y, a la inversa, países como el caso estadounidense, de fuerte tradición fede
ral y comunal, ven ascender con fuerza tendencias centrípetas. La tensión centra-

lización versus descentralización nunca es estática, incluso en países yue parecían

fijados desde hacía siglos en una forma determinada.

Una cuarta consideración nos (levaría de nuevo a lo yue se decía al comienzo
de este documento: el problema de la descentralización no es nunca un proble-
ma abstracto, algo yue los pueblos eligen teniendo cuenta de los pros y los con-
tras, las ventajas y los inconvenientes, los aspectos de eficiencia o los de conve-
niencia. La descentralización es fundamentalmente una opción política, bien por-
que se yuiera acceder a formas rigurosas de descentralización -cíe cesión de po-
der por parte del gobierno central-, bien poryue se trate de medidas correctoras
de la centralización -medid-as de desconcentración o de delegación-. En el pri-
mer caso el camino obligado es el de la reforma constitucional o el de la aplica-
ción real de los mecanistnos constitucionales favorecedores de la cesión de com-
petencias; en el segundo, más propio del campo administrativo, las medidas co-
rrectoras no podrán remontar la oposición de las fuerzas centrípetas si detrás de
ellas no existe una auténtica voluntad politica. La historia de este siglo está llena
de ejemplos de uno y otro signo.
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